INFORME DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID DE 19 DE FEBRERO DE 1998 POR EL QUE SE RESUELVE DISCREPANCIA. SUBVENCIONES. CRITERIOS DE CONCESIÓN. APLICACIÓN A AYUDAS REGULADAS POR NORMATIVA ESTATAL.

Se ha recibido en esta Intervención General escrito de discrepancia formulado por el Director General de “.....................”, conforme a lo dispuesto en el artículo 88. de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, y artículo 16 del Decreto 45/1997, de 20 de marzo de 1997, por el que se desarrolla el régimen del control interno y contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, al reparo del Interventor en la Consejería de “.....................” en relación con las líneas de subvenciones convocadas mediante la Orden 2287/1997 de 31 de junio.
Se manifestaba en el escrito de la Intervención que no existían criterios objetivos preestablecidos en la propuesta de concesión, sino que se aplicaban líneas de actuación, imposibles de cuantificar por su ambigüedad, valorando de forma “flexible” las propuestas, que se elevaban a la Comisión de Valoración, quien  modificaba asimismo las propuestas sin recoger tampoco los criterios.

Por otra parte, se argumenta en el escrito del Director General de “.....................”:

1.
La normativa reguladora de las subvenciones transferidas es la estatal, por lo que no se precisaría establecer criterios en una Orden autonómica en aplicación del artículo 6.2.g de la Ley 2/1995, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid.

2.
Al no existir en las Ordenes reguladoras del Estado ni en la de la Comunidad criterios, el órgano gestor tiene un cierto margen para fijar las cuantías, lo que no significa arbitrariedad.

3.
Los incrementos de algunas ayudas por la Comisión de Evaluación se efectuaron tras un debate, que no se recogió al estimar la Comisión que gozaba de capacidad suficiente para valorar los expediente con flexibilidad.

4.
Las deficiencias de las normas reguladoras no pueden afectar a las expectativas de los interesados.

Analizadas las precedentes alegaciones se efectúan las siguientes

CONSIDERACIONES

1. De acuerdo con el punto III.3 del Real  Decreto 933/1995 sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad de Madrid en materia de cooperativas...”la Comunidad de Madrid gestionará los fondos procedentes de las subvenciones que no formen parte del coste efectivo, conforme a la normativa general del Estado que regule cada tipo de subvención”. 

De los datos del expediente, no consta que los fondos procedentes de las subvenciones examinadas formen parte del coste efectivo, por lo que se regularán conforme a la normativa estatal, en concreto, por las Ordenes de 21 de febrero de 1986, de 18 de mayo de 1988, de 29 de julio de 1992, de 18 de marzo de 1993 y Orden de la Consejería de Economía y Empleo 2287/1997, de 31 de julio.

Una primera conclusión es que a las ayudas examinadas no les sería de aplicación la ley 2/1995, de 8 de marzo de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, y, por lo tanto, no incurrirían las ayudas propuestas en la omisión de criterios en las propuestas de concesión por no establecerse así en la Convocatoria de las mismas.

2. La normativa estatal que le es de aplicación no establece expresamente ningún criterio, pero su interpretación ha de hacerse dentro del contexto temporal en el que se establecieron.

El artículo 16 de la ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1991, da nueva redacción bajo la rúbrica de “Ayudas y subvenciones Públicas” a los artículos 81 y 82 del T.R.L.G.P. estableciendo un régimen general para las mismas. Especialmente en su artículo 81.6, establecidos los principio de publicidad, concurrencia y objetividad, se determina que por los Ministros se establecerán, caso de no existir, las oportunas bases reguladoras con el contenido mínimo que la ley establece.

En cumplimiento de la disposición legal, es fácil observar que se dictó la Orden de 29/7/1992, completando las bases reguladoras para la concesión conforme a lo establecido en el artículo 81 del T.R.L.G.P., si bien el artículo 81 citado, a diferencia de la Ley 2/1995 de Subvenciones de la Comunidad de Madrid no exige el que en las bases reguladoras se establezcan los criterios que han de regir en la concesión de la subvención.

Sería el Real Decreto de 17 de diciembre de 1993, regulador del procedimiento para la concesión de las subvenciones públicas el que en su artículo 4.3 señala que en la convocatoria pública aprobada por el órgano competente, que, a veces, forma parte de las bases reguladoras y en otras ocasiones se aprueban mediante un acto ulterior a la publicación de las bases reguladoras, debe determinarse como mínimo “los criterios de valoración de las peticiones”.

En el expositivo del mismo texto normativo se manifiesta de forma clara el criterio del legislador estatal: “El procedimiento configurado exige que, en los supuestos incluidos en su ámbito de aplicación, las solicitudes y peticiones sean evaluadas de acuerdo con criterios de valoración que el interesado podrá conocer.

Los mencionados criterios servirán, asimismo, de fundamento para la necesaria motivación de la resolución del procedimiento, en consonancia con lo exigido por el artículo 54 de la LRJ-PAC.”

Asimismo en el artículo 5.4 del R.Decreto citado se determina que .” La propuesta de resolución deberá expresar el solicitante o la relación de solicitantes para los que se propone la concesión de la subvención, y su cuantía, especificando su evaluación y los criterios de valoración seguidos para efectuarla.”
 
No obstante, la Disposición Transitoria  del citado R.D determina que “1. Los procedimientos para la concesión de ayudas y subvenciones públicas sometidos a convocatoria específica publicada con anterioridad a la entrada en vigor del Reglamento que se aprueba por el presente Real Decreto se regirán por lo dispuesto en las bases reguladoras de la subvención, en su caso, y en la respectiva convocatoria”

En conclusión, del examen del Derecho positivo no se precisaría el que explícitamente deban establecerse los criterios para conceder las subvenciones públicas, en aplicación de la D.T. referida, si bien es evidente el criterio del legislador de que consten expresamente los criterios en las convocatorias y así se recoja en las motivaciones de las propuestas tramitadas.

Se considera por esta Intervención que la entrada en vigor de los artículos 81 y 82 del TRLGP y en la Comunidad de Madrid de la Ley 2/1995, de 8 de marzo de Subvenciones de la Comunidad no permite mantener la concurrencia en materia de subvenciones y ayudas públicas de dos regímenes jurídicos: el establecido por Ordenes  anteriores a la aplicación de las Leyes citadas, en las que no se establece régimen de sanciones e infracciones, así como criterios expresos de concurrencia en la concesión, obligaciones...y el posteriormente establecido por las referidas normas legales.

3. Admitida en los puntos anteriores la posibilidad de conceder subvenciones transitoriamente sin que se fijen criterios para la concesión en las bases reguladoras o de convocatoria, es evidente que lo anterior no habilita al órgano concedente para el otorgamiento discrecional de las mismas; al contrario, se considera que las potestades para la concesión de subvenciones son discrecionales y, por ello, los actos de concesión necesitan motivación adecuada., siendo éste el criterio jurisprudencial.
Así se manifiesta de forma clara la jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS de 21 de septiembre de 1995, 18 de enero de 1996 y de 19 de julio de 1996...). Con claridad y rotundidad se expone en la STS de 18 de enero de 1996 la obligación de motivar suficientemente los actos de concesión de subvenciones: “... la jurisprudencia (Sentencias, entre otras, de 10 marzo 1969 y 29 noviembre 1985 ), había incluido como actos necesitados de motivación adecuada los dictados en ejercicio de potestades discrecionales, como es el caso de la subvenciones y ayudas públicas, dado que sólo a través de una congrua motivación puede la jurisdicción ejercitar con garantía su función fiscalizadora (control de hechos determinantes, aplicación correcta o valoración correcta de los intereses en juego, etc.), lo que obliga a entender como precisado de adecuada y suficiente motivación el acto impugnado, máxime cuando, aun siendo normas posteriores y no aplicables al caso pero que sí aportan un criterio orientador que no debe desdeñarse, el art. 54.1 de la Ley 30/1992  y RCL 1993\246), en su ap. f) comprende como necesitado de motivación a los actos discrecionales, y disponiendo el art. 6.2 del Real Decreto 2225/1993, de 17 diciembre , aprobatorio del Reglamento de Procedimiento para la concesión de subvenciones públicas que la resolución será motivada. No cabe, pues, exonerar al Órgano Constitucional demandado, como a ninguna de las Administraciones Públicas en su función de fomento, al otorgar o resolver sobre ayudas públicas o subvenciones, de su obligación jurídica de motivar, fundándola adecuadamente en derecho y conforme a las circunstancias fácticas en presencia, las resoluciones que dicten en esta materia”.

La consecuencia ante la ausencia de motivación de las circunstancias fácticas y criterios para el Tribunal Supremo es anular los acuerdos, cuando han sido adoptados, debiéndose dictar nuevos acuerdos, expresando en los mismos las razones justificativas de las subvenciones y cantidades a conceder.

Y esta consideración jurídica del Tribunal Supremo es la que se considera por esta Intervención General pertinente respecto a estas subvenciones tramitadas sin que conste en la fundamentación de las mismas la motivación de sus cuantías y de los restantes términos de la concesión. Deben determinarse  por la Comisión, ante la ausencia en las bases reguladoras aplicables a la línea de ayudas examinada, los criterios a aplicar y posteriormente valorar las solicitudes presentadas recogiendo en las propuestas específicamente la evaluación y valoración de las mismas.

En definitiva, el establecimiento de criterios y la fundamentación de la concesión en los mismos, tanto en la Administración estatal como en la autonómica, ha sido recogido en el derecho positivo como preceptivo en todas las convocatorias y bases reguladoras que se aprueben a partir de la entrada en vigor del Reglamento para la concesión de ayudas públicas estatal  (R.D. 2225/1993, de 17 de diciembre) y Decreto autonómico 76/1993 y Ley 2/1995, de 8 de marzo, pero ya existía un criterio jurisprudencial que determinaba el requisito de motivación en derecho y circunstancias fácticas las propuestas de concesión de subvenciones y ayudas públicas al tratarse de potestades discrecionales de la Administración.

4. Es fácilmente deducible que las consideraciones anteriores son aplicables respecto a la eficacia jurídica de los debates internos de la Comisión de Evaluación en relación con la propuesta de concesión de ayudas sin que consten los criterios, puesto que si no constan en los expedientes, en la propuesta de resolución no puede argumentarse con incidencia probatoria.

De las consideraciones anteriores, se extraen las siguientes

CONCLUSIONES
1
A las ayudas examinadas les es de aplicación la normativa estatal, conforme a lo establecido en el R.D. 933/1995, sobre traspaso de funciones y servicios de la Administración del Estado a la Comunidad de Madrid. 

2.
A juicio de esta Intervención General  tanto en la Administración estatal como en la Autonómica la nueva redacción dada a los artículos 81 y 82 del TRLGP y la aprobación de la Ley 2/1995, de Subvenciones de la Comunidad de Madrid, así como el establecimiento de los Reglamentos para la concesión de subvenciones y ayudas públicas requieren la adopción de actuaciones para que todas las ayudas a partir de su entrada en vigor se concedan conforme a los requerimientos establecidos por el ordenamiento jurídico implantado, evitando que por la transitoriedad de procedimientos aprobados con anterioridad de su entrada en vigor, exista un tratamiento jurídico desigual para supuestos iguales.

3.
Las ayudas y subvenciones públicas a las que no les es de aplicación los Reglamentos de concesión de subvenciones deben concederse, no obstante, de acuerdo a los principios de publicidad, concurrencia y objetividad. Por ello, se precisa que en las propuestas de Resolución, como establece la jurisprudencia, se establezca la motivación de hecho y de derecho que permita enjuiciar el ejercicio de potestades discrecionales, como son los actos de concesión de las subvenciones.

En los expedientes objeto de la discrepancia, no se produce esa motivación de hecho, que se traduciría en la aplicación de los criterios objetivos establecidos por la Comisión, ante su ausencia en las bases reguladoras y en convocatoria alguna, por lo que conforme a lo indicado por la Intervención Delegada en la Consejería de “.....................” no procede fiscalizar favorablemente las propuestas de concesión de subvenciones cursadas en tanto no se motiven las mismas, de acuerdo con los criterios objetivos adoptados  y circunstancias fácticas consideradas, resolviendose, por tanto, la discrepancia de acuerdo con el criterio del Interventor Delegado en cuanto a la necesidad de motivación y adopción de criterios, no ambiguos, sino claros y objetivos.

De acuerdo con lo establecido en el artículo 88.1.b de la ley 9/1990, al confirmarse el reparo de la Intervención Delegada por la Intervención General, de subsistir la discrepancia podrá elevarse la misma ante el Consejo de Gobierno, a quien corresponde adoptar la resolución definitiva.
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